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  Brasil, Colombia, Japón y Túnez: proyecto de resolución revisado 
 

  La Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal recomienda al Consejo 

Económico y Social que apruebe el siguiente proyecto de resolución para someterlo a 

la aprobación de la Asamblea General::  

 

 

  14º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 

Justicia Penal 
 

 

  La Asamblea General, 

  Poniendo de relieve la responsabilidad que asumieron las Naciones Unidas en la 

esfera de la prevención del delito y la justicia penal en cumplimiento de la 

resolución 155 C (VII) del Consejo Económico y Social, de 13 de agosto de 1948, y de 

la resolución 415 (V) de la Asamblea General, de 1 de diciembre de 1950,  

  Reconociendo que los congresos de las Naciones Unidas sobre prevención del 

delito y justicia penal, que son importantes foros intergubernamentales, han influido en 

las políticas y las prácticas nacionales y han promovido la cooperación internacional en 

esa esfera al facilitar el intercambio de opiniones y experiencias, movilizar a la opinión 

pública y recomendar posibles políticas en los planos nacional, regional e internacional,  

  Recordando su resolución 46/152, de 18 de diciembre de 1991, en cuyo anexo los 

Estados Miembros afirmaron que los congresos de las Naciones Unidas sobre 

prevención del delito y justicia penal deberían celebrarse cada cinco años y servir de 

foro para, entre otras cosas, el intercambio de opiniones entre los Estados,  

las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales y los expertos 

individuales que representaran a diversas profesiones y disciplinas, el intercambio de 

experiencias en materia de investigación, derecho y formulación de políticas y la 

determinación de las nuevas tendencias y de las cuestiones que se plantearan en materia 

de prevención del delito y justicia penal, 

https://undocs.org/es/A/RES/46/152
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  Recordando también su resolución 57/270 B, de 23 de junio de 2003, relativa a la 

aplicación y el seguimiento integrados y coordinados de las decisiones adoptadas en las 

grandes conferencias y cumbres de las Naciones Unidas en las esferas económica  

y social, en la que destacó que todos los países deberían promover políticas coherentes 

y compatibles con los compromisos contraídos en las grandes conferencias y cumbres 

de las Naciones Unidas, puso de relieve que el sistema de las Naciones Unidas tenía la 

importante responsabilidad de ayudar a los Gobiernos a seguir participando plenamente 

en el seguimiento y la aplicación de los acuerdos y compromisos alcanzados en las 

grandes conferencias y cumbres de las Naciones Unidas, e invitó a los órganos 

intergubernamentales del sistema de las Naciones Unidas a que siguieran promoviendo 

la aplicación de las decisiones adoptadas en esas grandes conferencias y cumbres de las 

Naciones Unidas,  

  Recordando además su decisión 74/550 A, de 13 de abril de 2020, en la que 

observó con preocupación la situación relativa a la enfermedad por coronavirus 

(COVID-19) y decidió aplazar la celebración del 14º Congreso de las Naciones Unidas 

sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, y su decisión 74/550 B, de 12 de agosto 

de 2020, en la que decidió que el 14º Congreso se celebrara en Kioto (Japón)  

del 7 al 12 de marzo de 2021 y solicitó a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia 

Penal que, en su 30º período de sesiones, diera alta prioridad al examen de la declaración 

del 14º Congreso, con miras a recomendar, por conducto del Consejo Económico y 

Social, medidas apropiadas de seguimiento por la Asamblea General en su septuagésimo 

sexto período de sesiones, 

  Habiendo examinado el informe del 14° Congreso de las Naciones Unidas sobre 

Prevención del Delito y Justicia Penal1 y las recomendaciones conexas formuladas por 

la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal en su 30° período de sesiones,   

 1. Expresa su satisfacción por los resultados del 14º Congreso de las  

Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, celebrado en Kioto 

(Japón) del 7 al 12 de marzo de 2021, que se basaron, a pesar de la situación provocada 

por la pandemia de enfermedad por coronavirus (COVID-19), en la participación de un 

número sin precedentes de Estados Miembros, entidades de las Naciones Unidas, otras 

organizaciones intergubernamentales, organizaciones no gubernamentales y expertos a 

título individual, y expresa su reconocimiento a la Oficina de las Naciones Unidas contra 

la Droga y el Delito por haber hecho posible que se participara no solo en persona, sino 

también en línea mediante el uso de una plataforma de eventos en línea adaptada a las 

necesidades; 

 2. Expresa su reconocimiento a la Oficina de las Naciones Unidas contra la 

Droga y el Delito por su labor de preparación y seguimiento del 14º Congreso,  

y agradece a los institutos de la red del programa de las Naciones Unidas en materia de 

prevención del delito y justicia penal por su contribución al 14º Congreso, en particular 

con respecto a los seminarios celebrados en el marco del Congreso;  

 3. Acoge con reconocimiento la iniciativa del Gobierno del Japón, en 

cooperación con la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, de 

continuar con la buena práctica del 13º Congreso y organizar un foro de la juventud 

antes del 14º Congreso, expresa su reconocimiento por las recomendaciones del Foro de 

la Juventud, que se señalaron a la atención del 14º Congreso2, alienta a los Estados 

Miembros a que presten la debida atención a esas recomendaciones, e invita a los países 

anfitriones de futuros congresos a que consideren la posibilidad de celebrar eventos 

similares;  

 4. Expresa su profunda gratitud al pueblo y al Gobierno del Japón por su cálida 

y generosa hospitalidad hacia los participantes en el 14º Congreso y por las excelentes 

instalaciones puestas a disposición del Congreso;  

__________________ 

 1 A/CONF.234/16. 

 2 Ibid., párr. 24 y anexo. 

https://undocs.org/es/A/RES/57/270
https://undocs.org/es/A/CONF.234/16
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 5. Toma nota con reconocimiento del informe del 14º Congreso3;  

 6. Hace suya la Declaración de Kioto sobre la Promoción de la Prevención del 

Delito, la Justicia Penal y el Estado de Derecho: Hacia el Cumplimiento de la  

Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, adoptada por el 14º Congreso, aprobad a por 

la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal en su 30º período de sesiones y 

adjunta a la presente resolución; 

 7. Invita a los Gobiernos a tener en cuenta la Declaración de Kioto adoptada 

por el 14º Congreso al formular leyes y directrices normativas y a hacer todo lo posible, 

según proceda, para implementar los principios que esta contiene, de conformidad con 

los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas;  

 8. Invita a los Estados Miembros a que determinen los ámbitos comprendidos 

por la Declaración de Kioto en que se necesiten más instrumentos y manuales de 

capacitación basados en las normas y mejores prácticas internacionales y a que 

presenten esa información a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal para 

que esta pueda tenerla en cuenta al examinar los posibles ámbitos de actividad futura de 

la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito;  

 9. Acoge con reconocimiento la intención del Gobierno del Japón de colaborar 

con la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito para asegurar el debido 

seguimiento de los resultados del 14º Congreso, en particular de la aplicación de la 

Declaración de Kioto, e invita a todos los Estados Miembros a hacerlo;  

 10. Solicita a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal que examine 

la aplicación de la Declaración de Kioto en un tema permanente de su programa titulado 

“Seguimiento del 14º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 

Justicia Penal y preparativos del 15º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 

del Delito y Justicia Penal”; 

 11. Solicita también a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal que, 

de conformidad con su mandato, adopte las medidas políticas y operativas adecuadas 

para dar seguimiento a la Declaración de Kioto y determine formas innovadoras de 

utilizar la información sobre los progresos realizados en la aplicación de la Declaración, 

invita a la Comisión a que trabaje con otros interesados pertinentes y, en este sentido, 

solicita a la Comisión que celebre debates temáticos entre períodos de sesiones,  llevando 

a cabo estrechas consultas con los Estados Miembros en relación con un plan de trabajo  

al respecto, para dar seguimiento eficaz de la Declaración de Kioto mediante el 

intercambio de información, buenas prácticas y experiencias adquiridas, con sujeción a 

la disponibilidad de recursos extrapresupuestarios;  

 12. Solicita al Secretario General que haga distribuir el informe  

del 14º Congreso, incluida la Declaración de Kioto, a los Estados Miembros y las 

organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales, con objeto de que se 

difunda tan ampliamente como sea posible, y que pida a los Estados Miembros  que 

presenten propuestas sobre otros medios para dar un seguimiento apropiado a la 

Declaración de Kioto, a fin de que la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal 

las examine y adopte medidas al respecto en su 31er período de sesiones;  

  13. Solicita también al Secretario General que en su septuagésimo séptimo 

período de sesiones le presente un informe sobre la aplicación de la presente resolución.  

  

__________________ 

 3 A/CONF.234/16. 

https://undocs.org/es/A/CONF.234/16
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Anexo  
 

 

  Declaración de Kioto sobre la Promoción de la Prevención del 

Delito, la Justicia Penal y el Estado de Derecho: Hacia el 

Cumplimiento de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 
 

 

  Nosotros, los Jefes de Estado y de Gobierno, Ministros y Representantes de los 

Estados Miembros, 

  Reunidos en el 14º Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito 

y Justicia Penal en Kioto (Japón) del 7 al 12 de marzo de 2021, medio siglo de spués del 

Cuarto Congreso, celebrado en Kioto en 1970, en el que la comunidad internacional se 

comprometió a coordinar e intensificar los esfuerzos de prevención del delito en el 

contexto del desarrollo social y económico, 

  Haciendo un balance del legado de 65 años de congresos de las Naciones Unidas 

sobre prevención del delito y justicia penal, la importante función que siguen 

desempeñando, por ser los foros internacionales más amplios y diversos en materia de 

prevención del delito y justicia penal y sus logros en el fomento del debate sobre 

políticas y prácticas profesionales, y de los compromisos de la comunidad internacional,  

  Recordando la Declaración de Doha sobre la Integración de la Prevención del 

Delito y la Justicia Penal en el Marco Más Amplio del Programa de las Naciones Unidas 

para Abordar los Problemas Sociales y Económicos y Promover el Estado de Derecho a 

Nivel Nacional e Internacional y la Participación Pública 1, adoptada en el 13er Congreso 

de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Justicia Penal, en la que 

reafirmamos la necesidad de incorporar las cuestiones relacionadas con la prevención 

del delito y la justicia penal en el programa más amplio de las Naciones Unidas, a fin 

de mejorar la coordinación en todo el sistema, 

  Reconociendo la necesidad de aprovechar los progresos realizados desde el 

13er Congreso, incluida la adopción de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 2 y 

su cumplimiento hasta el momento, y los desafíos que hay que superar,  

  Declaramos lo siguiente: 

  1. Expresamos profunda preocupación por el impacto negativo de la 

delincuencia en el estado de derecho, los derechos humanos, el desarrollo 

socioeconómico, la salud pública y la seguridad, el medio ambiente y el patrimonio 

cultural; 

  2. Expresamos también profunda preocupación por el hecho de que la 

delincuencia sea cada vez más transnacional, organizada y compleja, y de que los 

delincuentes aprovechen cada vez más las tecnologías nuevas y emergentes, entre ellas 

Internet, para llevar a cabo sus actividades ilícitas, lo que crea retos sin precedentes para 

prevenir y combatir los delitos existentes, así como formas nuevas y emergentes de 

delincuencia; 

  3. Nos comprometemos a contribuir a la consecución de la Agenda 2030 para 

el Desarrollo Sostenible a través de nuestros esfuerzos en materia de prevención del 

delito y justicia penal, reconociendo expresamente que el desarrollo sostenible y el 

estado de derecho están interrelacionados y se refuerzan entre sí, que la delincuencia es 

un impedimento para el desarrollo sostenible y que el logro del desarrollo sostenible es 

un factor que permite a los Estados prevenir y combatir eficazmente la delincuencia;  

  4. Nos comprometemos a promover el estado de derecho mediante enfoques 

multidimensionales; 

__________________ 

 1  Resolución 70/174 de la Asamblea General, anexo. 

 2 Resolución 70/1 de la Asamblea General. 

https://undocs.org/es/A/RES/70/174
https://undocs.org/es/A/RES/70/1
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  5. Nos comprometemos a intensificar los esfuerzos concertados a nivel mundial 

para prevenir y combatir la delincuencia facilitando y fortaleciendo la cooperación 

internacional en asuntos penales; 

  6. Señalamos a la atención, en vista de que la situación imperante cambia 

rápidamente, la necesidad de adaptar oportunamente y, si es necesario, reforzar el marco 

jurídico internacional de la cooperación internacional en asuntos penales;  

  7. Nos comprometemos a aumentar la capacidad de las instituciones encargadas 

de hacer cumplir la ley y otras instituciones de justicia penal, como componentes 

centrales del estado de derecho, y de los profesionales de este ámbito para prevenir y 

combatir eficazmente la delincuencia, y a prestar asistencia técnica a este respecto;  

  8. Nos comprometemos a que nuestras instituciones encargadas de hacer 

cumplir la ley, de la justicia penal y otras instituciones pertinentes empleen de forma 

eficaz y apropiada las tecnologías nuevas y avanzadas como instrumentos para combatir 

la delincuencia con salvaguardias adecuadas y eficaces para prevenir el uso indebido y 

el abuso de dichas tecnologías en este sentido; 

  9. Ponemos de relieve nuestro papel y responsabilidad primordiales como 

Estados y Gobiernos en la definición de estrategias y políticas de prevención de la 

delincuencia; 

  10. Nos comprometemos a potenciar los esfuerzos multidisciplinarios para 

prevenir y combatir la delincuencia mediante la cooperación y la coordinación de las 

fuerzas del orden y otras instituciones de justicia penal con otros sectores 

gubernamentales, así como a apoyar su labor, participando en asociaciones de múltiples 

interesados con el sector privado, la sociedad civil, el mundo académico y la comunidad 

científica, y con otras partes interesadas pertinentes, según proceda, y fomentando 

dichas asociaciones; 

  11. Reafirmamos nuestro compromiso de fortalecer la función esencial que 

desempeña la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal como principal órgano 

normativo de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal; 

  12. Reafirmamos la función de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga 

y el Delito como entidad principal de las Naciones Unidas que presta apoyo a los 

Estados Miembros en el ámbito de la prevención del delito y la  justicia penal mediante 

el suministro de asistencia técnica y la creación de capacidad, así como a través de su 

labor normativa, sus investigaciones y sus conocimientos especializados, en 

cooperación con las partes interesadas pertinentes, y nos esforzamos por proporcionar a 

dicha Oficina una financiación suficiente, estable y previsible, así como la función de 

los foros intergubernamentales con sede en Viena, incluidos los órganos normativos y 

sus órganos subsidiarios, dentro del sistema de las Naciones Unidas en materia de 

prevención del delito y justicia penal, que son una fuente mundial y sumamente valiosa 

de conocimientos, aportaciones, orientaciones y mejores prácticas en el ámbito de la 

prevención del delito y la justicia penal dentro de sus respectivos mandatos; 

  13. Expresamos grave preocupación por la situación derivada de la enfermedad 

por coronavirus (COVID-19) y sus implicaciones sociales y económicas, que han creado 

nuevas oportunidades para los delincuentes y los grupos delictivos organizados  y han 

transformado sus modus operandi en diferentes formas y grados, y también han 

planteado retos a la justicia penal en múltiples aspectos;  

  14. Expresamos grave preocupación también por la vulnerabilidad de los 

establecimientos penitenciarios, especialmente en términos de salud y seguridad, ante 

el riesgo real de una rápida propagación del virus en entornos cerrados, lo que puede 

verse agravado por desafíos de larga data como el hacinamiento y las malas condiciones 

imperantes en estos establecimientos; 

  15. Nos comprometemos a tomar medidas decisivas y orientadas a la acción para 

hacer frente a los retos y eliminar los obstáculos internacionales planteados y agravados 

por la COVID-19 para la prevención del delito y la justicia penal, entre otras cosas 

mediante un enfoque multilateral y reforzando la resiliencia de las instituciones 
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encargadas de hacer cumplir la ley y otras instituciones de justicia penal mediante la 

cooperación multilateral y la colaboración con múltiples partes interesadas, prestando 

especial atención a las necesidades urgentes de creación de capacidad y asistencia 

técnica de los países en desarrollo a este respecto, teniendo en cuenta las repercusiones 

sociales y económicas a largo plazo de la pandemia, incluidas las relativas al desa rrollo 

sostenible y la cooperación internacional, y reconociendo que las personas más pobres 

y vulnerables son las más afectadas por el impacto de la pandemia;  

  16. Reconocemos, a la luz de la experiencia en curso de la pandemia de  

COVID-19, y en preparación para otros desafíos similares que puedan presentarse en el 

futuro, la necesidad de revisar los sistemas de justicia penal y hacer que sean más 

eficaces, responsables, transparentes, inclusivos y receptivos mediante la promoción de 

la digitalización; 

  17. Volvemos a comprometernos con un enfoque multilateral para prevenir y 

combatir los delitos y promover el estado de derecho a nivel local, nacional, regional e 

internacional, y reafirmamos el papel central de las Naciones Unidas, incluida la función 

de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito como entidad principal 

de las Naciones Unidas para prestar apoyo a los Estados Miembros a este respecto;  

  18. Reafirmamos enérgicamente la responsabilidad de todos los Estados de 

promover y proteger plenamente todos los derechos humanos y las libertades 

fundamentales, así como de defender el principio de la dignidad humana, en la 

administración imparcial de la justicia y en todos nuestros esfuerzos por prevenir y 

combatir la delincuencia; 

  19. Reafirmamos enérgicamente también la responsabilidad de todos los Estados 

de defender la Carta de las Naciones Unidas en su totalidad y de respetar plenamente 

los principios de igualdad soberana e integridad territorial de los Estados y de no 

intervención en los asuntos internos de otros Estados en todos nuestros esfuerzos por 

prevenir y combatir la delincuencia; 

  20. Nos comprometemos a utilizar de manera plena y eficaz la Convención de 

las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus Protocolos3, 

la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 4 , los tres tratados de 

fiscalización internacional de drogas, los tratados y protocolos internacionales 

pertinentes relativos a la lucha contra el terrorismo, en nuestra calidad de partes en esos 

instrumentos, y otras obligaciones internacionales pertinentes, entre otras cosas como 

base para facilitar la cooperación internacional;  

  Por lo tanto, nos esforzamos por llevar a cabo las acciones siguientes: 

 

  Promover la prevención del delito 
 

  Hacer frente a las causas, incluidas las causas profundas, de la delincuencia  
 

  21. Elaborar, aplicar y evaluar estrategias de prevención del delito, incluida su 

eficacia, que hagan frente a las causas, incluidas las causas profundas, y los factores de 

riesgo que hacen que los distintos segmentos de la sociedad sean más vulnerables a la 

delincuencia y compartir las mejores prácticas para reforzar nuestra capacidad;  

 

  Prevención del delito de base empírica 
 

  22. Mejorar las estrategias de prevención del delito de base empírica mediante 

la recopilación y el análisis de datos con criterios sistemáticos y coherentes, teniendo 

presente la Clasificación Internacional de Delitos con Fines Estadísticos, y evaluar la 

eficacia de dichas estrategias; 

  23. Mejorar la calidad y la disponibilidad de los datos sobre las tendencias de la 

delincuencia, examinando la posibilidad de desarrollar indicadores estadísticos y 

comunicar dichos datos, de forma voluntaria, para reforzar nuestra capaci dad de 

__________________ 

 3  Naciones Unidas, Treaty Series, vols. 2225, 2237, 2241 y 2326, núm. 39574. 

 4  Ibid., vol. 2349, núm. 42146. 
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comprender mejor las tendencias de la delincuencia a nivel mundial y aumentar la 

eficacia de las estrategias para prevenir y combatir la delincuencia;  

 

  Hacer frente a la dimensión económica de la delincuencia 
 

  24. Desarrollar y aplicar medidas eficaces para hacer frente a la dimensión 

económica de la delincuencia y privar a los delincuentes y a las organizaciones 

delictivas de toda ganancia ilícita mediante, entre otras cosas, la identificación, la 

localización, la incautación, el decomiso, la recuperación y la restitución del producto 

del delito, así como el establecimiento de marcos nacionales sólidos para las 

investigaciones financieras, y elaborar estrategias para prevenir y combatir el blanqueo 

de capitales y los flujos financieros ilícitos;  

  25. Considerar, examinar e implementar medidas eficientes para regular la 

gestión del producto del delito incautado y decomisado, teniendo presente el estudio 

preparado por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito sobre la 

gestión y disposición efectivas de los activos incautados y decomisados 5, con el fin de 

preservar y gestionar eficientemente dicho producto del delito;  

 

  Estrategias de prevención del delito adaptadas a las necesidades  
 

  26. Promover estrategias de prevención de la delincuencia adaptadas a las 

necesidades, que tengan en cuenta los contextos locales, entre otras cosas fomentando 

entre el público en general una cultura de la legalidad, con conocimiento de la diversidad 

cultural, sobre la base del respeto del estado de derecho, con el fin, entre otras cosas, de 

avanzar en la cooperación entre las partes interesadas y la policía, impulsar la solución 

positiva de conflictos, así como una actuación policial orientada a la comunidad de 

acuerdo con la legislación nacional, y prevenir la delincuencia urbana y relacionada con 

las pandillas, como también todas las formas de delincuencia organizada;  

 

  Incorporación de la perspectiva de género en la prevención del delito  
 

  27. Incorporar una perspectiva de género en las políticas, programas, leyes y 

otras acciones de prevención del delito a fin de, entre otras cosas, prevenir todas las 

formas de violencia, delincuencia y victimización relacionadas con el género, incluidos 

los asesinatos por razones de género, llevando a cabo un análisis de las necesidades y 

circunstancias específicas relacionadas con el género, así como solicitando las 

contribuciones de los grupos afectados; 

  28. Prevenir y combatir la violencia doméstica y, para ello, adoptar medidas 

eficaces en el marco de nuestra legislación interna, como garantizar un tratamiento 

adecuado de los casos, coordinar el papel de las instituciones de bienestar y justicia 

penal y proporcionar un entorno seguro a las víctimas;  

 

  La infancia y la juventud en la prevención de la delincuencia 
 

  29. Atender a las necesidades y proteger los derechos de los niños y los jóvenes, 

teniendo debidamente en cuenta sus puntos vulnerables, para asegurar que estén 

protegidos frente a todas las formas de delincuencia, violencia, abuso y explotación 

tanto en línea como fuera de Internet, incluidos el abuso y la explotación sexuales de 

los niños y la trata de personas, observando la especial vulnerabilidad de los niños en el 

contexto del tráfico ilícito de migrantes, así como el reclutamiento por parte de grupos 

delictivos organizados, incluidas las pandillas, y por grupos terroristas;  

 

  Empoderamiento de la juventud para la prevención del delito  
 

  30. Empoderar a los jóvenes para que se conviertan en agentes activos del 

cambio positivo en sus comunidades a fin de apoyar los esfuerzos de prevención del 

delito, entre otras cosas mediante la organización de programas juveniles sociales, 

educativos, culturales, recreativos y deportivos y de foros de la juventud, así como 

__________________ 

 5  Effective Management and Disposal of Seized and Confiscated Assets (Viena, 2017). 
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mediante el uso de plataformas y aplicaciones de medios sociales y otras herramientas 

digitales para amplificar su voz; 

 

  Promover el sistema de justicia penal 
 

  Salvaguarda de los derechos de las víctimas y protección de testigos y denunciantes  
 

  31. Proteger los derechos e intereses de las víctimas de delitos y esforzarse por 

darles asistencia en todas las etapas de los procedimientos de justicia penal, prestando 

la debida atención a las necesidades y circunstancias especiales de las víctimas, 

incluidas la edad, las necesidades específicas de su género y de otro tipo, y la 

discapacidad, así como a los daños causados por los delitos, incluido el trauma, y 

procurar proporcionar a las víctimas los medios que puedan ayudar a su recuperación, 

incluida la posibilidad de obtener compensación y reparación; 

  32. Animar a las víctimas a denunciar los delitos proporcionándoles un apoyo 

adecuado, incluso en las actuaciones penales, como el acceso efectivo a servicios de 

traducción; 

  33. Adoptar medidas adecuadas para proporcionar una protección eficaz a los 

testigos en las actuaciones penales y a los denunciantes;  

  34. Proporcionar recursos y formación adecuados a los profesionales para 

reforzar su capacidad de proporcionar asistencia y apoyo centrados en las víctimas  que 

tengan en cuenta las necesidades específicas de estas;  

 

  Mejora de las condiciones en los establecimientos penitenciarios  
 

  35. Mejorar las condiciones de las personas que se encuentran detenidas tanto 

antes como después de dictada la sentencia y la capacidad de los funcionarios de 

prisiones, los funcionarios penitenciarios y otros funcionarios pertinentes a este 

respecto, entre otras cosas promoviendo la aplicación práctica de las disposiciones 

pertinentes de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los 

Reclusos (Reglas Nelson Mandela)6, así como las Reglas de las Naciones Unidas para 

el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No Privativas de la Libertad para las Mujeres 

Delincuentes (Reglas de Bangkok)7; 

  36. Adoptar medidas para hacer frente al hacinamiento en los centros de 

detención y aumentar la eficacia y mejorar la capacidad en general del sistema de 

justicia penal, incluso considerando el uso de alternativas a la detención preventiva y 

las penas privativas de libertad, teniendo debidamente en cuenta las Reglas Mínimas de 

las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de la Libertad (Reglas de Tokio) 8; 

 

  Reducción de la reincidencia mediante la rehabilitación y la reintegración  
 

  37. Promover un entorno de rehabilitación en los centros penitenciarios, incluso 

mediante la formulación y la ejecución de programas de tratamiento eficaces basados 

en una evaluación individual de las necesidades y los riesgos de los delincuentes, y 

proporcionar a los delincuentes acceso a formación profesional y técnica y a programas 

educativos para ayudarlos a desarrollar las aptitudes necesarias para la reinserción;  

  38. Promover un entorno de rehabilitación en la comunidad para facilitar la 

reinserción social de los delincuentes con la participación activa de las comunidades 

locales, teniendo debidamente en cuenta la necesidad de proteger a la sociedad y a las 

personas y los derechos de las víctimas y los delincuentes;  

  39. Promover las asociaciones de múltiples interesados para reducir la 

reincidencia fomentando la coordinación interinstitucional entre las autoridades 

gubernamentales pertinentes, como los organismos de empleo y bienestar social y los 

gobiernos locales, así como las alianzas público-privadas entre esas autoridades y la 

__________________ 

 6  Resolución 70/175 de la Asamblea General, anexo. 

 7  Resolución 65/229 de la Asamblea General, anexo. 

 8  Resolución 45/110 de la Asamblea General, anexo. 

https://undocs.org/es/A/RES/70/175
https://undocs.org/es/A/RES/65/229
https://undocs.org/es/A/RES/45/110
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comunidad, incluidos los empleadores que cooperan con estas iniciativas y los 

voluntarios de la comunidad que apoyan la reinserción social y a largo plazo de los 

delincuentes; 

  40. Concienciar sobre la importancia de la aceptación pública de los delincuentes 

como miembros de la comunidad y del compromiso de la comunidad para ayudar a su 

reinserción social y a largo plazo; 

  41. Promover, cuando proceda, la cooperación para el traslado de personas 

condenadas a fin de que cumplan el resto de sus condenas en sus propios países, celebrar 

acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales a este respecto, según sea necesario, 

teniendo en cuenta los derechos de las personas condenadas y las cuestiones relativas al 

consentimiento, la rehabilitación y la reinserción, según proceda, y sensibilizar a esas 

personas recluidas sobre la disponibilidad de tales medidas;  

  42. Facilitar, cuando proceda y de conformidad con los marcos jurídicos 

nacionales, los procesos de justicia restaurativa en las fases pertinentes de los  

procedimientos penales para ayudar a la recuperación de las víctimas y a la reinserción 

de los delincuentes, así como para prevenir la delincuencia y la reincidencia, y evaluar 

la utilidad de dichos procesos a este respecto; 

 

  Incorporación de la perspectiva de género en los sistemas de justicia penal  
 

  43. Desarrollar y aplicar políticas y planes apropiados y eficaces para lograr la 

igualdad entre los géneros y eliminar los impedimentos para el adelanto de la mujer y 

el empoderamiento de las mujeres en las instituciones encargadas de hacer cumplir la 

ley y otras instituciones de justicia penal a todos los niveles y, a este respecto, adoptar 

el compromiso de tomar más medidas concretas para asegurar la aplicación plena, 

efectiva y acelerada de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing 9  y los 

documentos finales aprobados en el vigésimo tercer período extraordinario de sesiones 

de la Asamblea General10; 

  44. Incorporar una perspectiva de género en el sistema de justicia penal 

promoviendo medidas con perspectiva de género que respondan a las necesidades 

específicas en virtud del género tanto de los delincuentes como de las víctimas, incluida 

la protección de las mujeres y las niñas contra la revictimización en los procedimientos 

de justicia penal; 

 

  Afrontar las vulnerabilidades de los niños y jóvenes en contacto con el sistema de 

justicia penal 
 

  45. Establecer o fortalecer sistemas de justicia de menores u otras actuaciones 

similares que aborden la gravedad del comportamiento delictivo y el grado de 

responsabilidad de los menores, así como sus vulnerabilidades y las causas, incluidas 

las causas profundas, y los factores de riesgo de su comportamiento delictivo, a fin de 

facilitar su rehabilitación y reinserción, entre otras cosas promoviendo la aplicación 

práctica de las disposiciones pertinentes de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 

para la Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing) 11; 

  46. Aplicar medidas para ayudar a la rehabilitación y reintegración de los niñ os 

y jóvenes que han participado en cualquier tipo de grupo delictivo organizado, incluidas 

las pandillas, así como en grupos terroristas, y reforzar estas medidas según proceda, 

protegiendo al mismo tiempo sus derechos y reconociendo plenamente la importa ncia 

de impartir justicia y proteger la seguridad de las víctimas de esos grupos delictivos y 

de la sociedad durante la aplicación de dichas medidas;  

 

  Mejora de los procesos de investigación penal 
 

__________________ 

 9  Informe de la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing, 4 a 15 de septiembre de 1995 

(publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta S.96.IV.13), cap. I, resolución 1, anexos I y  II. 

 10  Resoluciones de la Asamblea General S-23/2, anexo, y S-23/3, anexo. 

 11  Resolución 40/33 de la Asamblea General, anexo. 

https://undocs.org/es/A/RES/S-23/2
https://undocs.org/es/A/RES/S-23/3
https://undocs.org/es/A/RES/40/33
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  47. Alentar el uso y el intercambio de buenas prácticas sobre métodos de 

interrogación basados en la legislación y en las pruebas, concebidos para obtener 

únicamente declaraciones voluntarias, reduciendo así el riesgo de que se utilicen 

medidas ilícitas, abusivas y coercitivas durante los procesos de investig ación penal, y 

permitir la obtención de las mejores pruebas, aumentando así la legitimidad y la calidad 

de las investigaciones penales, los enjuiciamientos y las condenas, y el uso eficiente de 

los recursos, así como seguir acogiendo con satisfacción la colaboración entre 

profesionales, expertos y otras partes interesadas pertinentes en la elaboración de un 

conjunto de directrices internacionales sobre los métodos para interrogar sin coerción y 

de garantías procesales a este respecto; 

 

  Promover el estado de derecho 
 

  Acceso a la justicia e igualdad de trato ante la ley 
 

  48. Garantizar la igualdad de acceso a la justicia y de aplicación de la ley para 

todos, incluidos los miembros vulnerables de la sociedad, independientemente de su 

condición, incluso adoptando medidas adecuadas para asegurar un trato respetuoso y sin 

discriminación ni prejuicios de ningún tipo por parte de las instituciones de justicia 

penal; 

 

  Acceso a la asistencia jurídica 
 

  49. Adoptar medidas para garantizar el acceso a una asistencia jurídica oportuna, 

eficaz, con recursos adecuados y asequible para las personas que carecen de medios 

suficientes o cuando los intereses de la justicia así lo exigen, y aumentar la conciencia 

de la disponibilidad de dicha asistencia, entre otras cosas promoviendo la aplicación 

práctica de las disposiciones pertinentes de los Principios y Directrices de las 

Naciones Unidas sobre el Acceso a la Asistencia Jurídica en los Sistemas de Justicia 

Penal12, los instrumentos de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el 

Delito dirigidos a garantizar la calidad de los servicios de asistencia jurídica en los 

procesos de justicia penal y otros instrumentos conexos, fomentando la elaboración de 

instrumentos de orientación, así como la recopilación y el intercambio de datos sobre el 

acceso a la asistencia jurídica, y desarrollando una red especializada de proveedores de 

asistencia jurídica para intercambiar información y mejores prácticas y prestarse 

asistencia recíproca en el desempeño de su labor; 

  Políticas nacionales de imposición de penas 
 

  50. Promover políticas, prácticas o directrices nacionales de imposición de penas 

para el tratamiento de los delincuentes en las que la severidad de las penas impuestas 

sea proporcional a la gravedad de los delitos de acuerdo con la legislación nacional;  

  

  Instituciones eficaces, responsables, imparciales e inclusivas 
 

  51. Garantizar la integridad e imparcialidad de las instituciones encargadas de 

hacer cumplir la ley y otras instituciones que componen el sistema de justicia penal, así 

como la independencia del poder judicial, y asegurar una administración e impartición 

de justicia justas, eficaces, responsables, transparentes y adecuadas, teniendo en cuenta 

los documentos13 señalados en las resoluciones pertinentes de la Asamblea General y el 

Consejo Económico y Social; 

  52. Tomar medidas legislativas, administrativas, judiciales o de otra índole 

eficaces para prevenir, investigar, perseguir y castigar todas las formas de tortura y 

__________________ 

 12  Resolución 67/187 de la Asamblea General, anexo. 

 13  Estos documentos incluyen los Principios Básicos relativos a la Independencia de la Judicatura y 

su documento complementario, los Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial, los 

Principios Básicos sobre la Función de los Abogados y las Directrices sobre la Función de los 

Fiscales, y la Declaración de Estambul sobre la Transparencia en los Procesos Judiciales y medidas 

para la aplicación efectiva de la Declaración de Estambul. 

https://undocs.org/es/A/RES/67/187
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poner fin a la impunidad a este respecto, así como para prevenir otros tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes; 

 

  Medidas eficaces contra la corrupción 
 

  53. Aprovechar eficazmente los instrumentos existentes en la arquitectura 

internacional de lucha contra la corrupción, en particular mediante la aplicación de la 

Convención contra la Corrupción, la Convención contra la Delincuencia Organizada y 

otros instrumentos pertinentes, cuando proceda; 

  54. Desarrollar, dotar de recursos adecuados y aplicar políticas y medidas 

eficaces, entre otras cosas mejorando la recogida y evaluación de datos para analizar la 

corrupción y reforzando la integridad, la transparencia y la rendición de cuentas de las 

instituciones públicas, con el fin de prevenir, detectar, investigar, procesar y juzgar la 

corrupción de forma integral para acabar con la impunidad;  

  55. Garantizar el uso de medidas apropiadas para desarticular eficazmente los 

vínculos existentes entre los grupos delictivos organizados y la corrupción, entre otras 

cosas previniendo y combatiendo el soborno y el blanqueo del producto del delito en la 

economía legítima, y desarrollar así estrategias para prevenir y combatir los flujos 

financieros ilícitos; 

  56. Proporcionar protección contra todo trato injustificado a las personas que 

denuncien ante las autoridades competentes, de buena fe y con motivos razonables, actos 

de corrupción y promover así la presentación de tales denuncias;  

  57. Investigar, enjuiciar y castigar las amenazas y los actos de violencia, dentro 

de su jurisdicción, cometidos contra periodistas y trabajadores de los medios de 

comunicación, cuyas funciones profesionales los exponen a un riesgo específico de 

intimidación, acoso y violencia, mediante la realización de investigaciones imparciales, 

eficientes y eficaces, en particular en el contexto de la lucha contra la corrupción y las 

actividades de la delincuencia organizada, incluso en situaciones de conflicto y 

posconflicto, con miras a poner fin a la impunidad por los delitos cometidos contra ellos, 

de conformidad con la legislación nacional y el derecho internacional aplicable;  

  58. Aumentar la conciencia pública sobre los medios para denunciar los casos 

de corrupción, entre otras cosas difundiendo información sobre las responsabilidades y 

los derechos de los denunciantes, incluida información sobre las medidas disponibles 

para su protección; 

 

  Medidas sociales, educativas y de otra índole 
 

  59. Proporcionar acceso a una educación de calidad y promover actividades de 

concienciación sobre la legislación y las políticas, incluida la educación pública para 

todos relacionada con el derecho, a fin de dotar a la población de los valores, las 

aptitudes y los conocimientos necesarios para fomentar entre el público en general una 

cultura de la legalidad, con conocimiento de la diversidad cultural, basada en el respeto 

del estado de derecho; 

 

  Promoción de la cooperación y la asistencia técnica internacionales para prevenir y 

combatir todas las formas de delincuencia 
 

  Cooperación internacional, incluso mediante la creación de capacidad y la asistencia 

técnica 
 

  60. Participar activamente en el Mecanismo de Examen de la Aplicación de la 

Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y 

sus Protocolos, establecido recientemente, así como en el Mecanismo de Examen de la 

Aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, y contribuir 

a ellos, con el fin de ayudar a los Estados partes a aplicar dichos instrumentos, detectar 

y fundamentar las necesidades concretas de asistencia técnica, intercambiar mejores 

prácticas y promover una cooperación internacional eficaz; 



E/CN.15/2021/L.5/Rev.1 
 

 

V.21-03517 12/16 

 

  61. Aumentar la eficiencia y la eficacia de las autoridades centrales y de otras 

autoridades competentes encargadas de facilitar la cooperación internacional, como la 

asistencia judicial recíproca y la extradición, entre otras cosas proporcionando recursos 

humanos y materiales, conocimientos especializados y herramientas adecuados, como 

instrumentos modernos de comunicación y de gestión de casos, mejorando los 

programas de creación de capacidad y de asistencia técnica,  y actualizando y 

difundiendo herramientas como el portal de gestión de conocimientos Intercambio de 

Recursos Electrónicos y Legislación sobre Delincuencia, el Programa para Redactar 

Solicitudes de Asistencia Judicial Recíproca y el Directorio de Autoridad es Nacionales 

Competentes, con la cooperación y coordinación de la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito; 

  62. Reforzar la cooperación internacional efectiva en asuntos penales, incluso en 

los ámbitos de la extradición y la asistencia judicial recíproca, al tiempo que se afrontan 

eficazmente los retos y las dificultades existentes, especialmente en lo que respecta a 

las solicitudes, y se promueven las buenas prácticas, así como facilitar la utilización de 

los instrumentos regionales e internacionales existentes, incluida la Convención contra 

la Corrupción y la Convención contra la Delincuencia Organizada, como base jurídica 

para la cooperación en materia de extradición y asistencia judicial recíproca, y aplicar 

y celebrar, según sea necesario, acuerdos o arreglos para mejorar la cooperación 

internacional a este respecto; 

  63. Establecer o fortalecer las redes de cooperación regional e interregional de 

los profesionales de la aplicación de la ley y otros profesionales del ámbito de la ju sticia 

penal para intercambiar información y mejores prácticas con vistas, entre otras cosas, a 

fomentar la confianza entre ellos y facilitar aún más la cooperación internacional;  

  64. Facilitar el intercambio oficial y, en la medida en que lo permita el derecho 

interno, oficioso de información y la comunicación que se necesitan para prevenir y 

combatir la delincuencia, incluso mediante el apoyo de organizaciones 

intergubernamentales como la Organización Internacional de Policía Criminal 

(INTERPOL); 

  65. Seguir mejorando la cooperación internacional a través de la asistencia 

técnica y el desarrollo de capacidades, incluso con el apoyo de la Oficina de las 

Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, y aprovechar las iniciativas y buenas 

prácticas en curso, como el Programa Mundial para la Aplicación de la Declaración 

de Doha; 

  66. Promover, facilitar y apoyar las más amplias medidas de asistencia técnica, 

incluido el apoyo material y la formación, con el fin de permitir a las instituciones 

encargadas de hacer cumplir la ley y otras instituciones de justicia penal prevenir y 

combatir eficazmente los delitos, teniendo en cuenta los retos específicos a los que se 

enfrentan los países en desarrollo y sus necesidades particulares;  

  67. Reconocer el papel fundamental de una cooperación internacional efectiva 

para prevenir y combatir la delincuencia y, con este fin, subrayar la importancia de tratar 

y afrontar eficazmente los retos y obstáculos internacionales y responder eficazmente a 

ellos, en particular las medidas, que socavan dicha cooperación y que no son 

compatibles con la Carta de las Naciones Unidas y las obligaciones derivadas del 

derecho internacional y, a este respecto, instar a los Estados, en consonancia con sus 

obligaciones internacionales, a que se abstengan de aplicar dichas medidas; 

 

  Cooperación internacional para privar a los delincuentes del producto del delito  
 

  68. Reforzar la cooperación y la asistencia internacionales en lo que respecta a 

la identificación, la localización, el embargo preventivo, la incautación y el decomiso 

del producto u otros bienes e instrumentos del delito y su disposición, incluso mediante 

su restitución, de conformidad con todas las disposiciones y principios pertinentes de la 

Convención contra la Delincuencia Organizada y la Convención contra la Corrupción, 

y, cuando proceda, dar consideración especial a la posibilidad de celebrar acuerdos o 

arreglos mutuamente aceptables en este sentido, sobre la base de cada caso particular, 
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con miras a la restitución y la disposición definitiva de los bienes decomisados, 

conforme con el artículo 57, párrafo 5, de la Convención contra la Corrupción, así como 

examinar debidamente la posibilidad de acordar medidas para aumentar la transparencia 

y la rendición de cuentas, reconociendo que, conforme a lo dispuesto en el artículo 4 de 

la Convención, los Estados no pueden imponer unilateralmente condiciones a este 

respecto; 

  69. Al resolver los casos vinculados a la corrupción que utilizan mecanismos 

jurídicos alternativos y resoluciones no judiciales, incluidos los arreglos, relacionados 

con el decomiso y la restitución del producto del delito, aprovechar la asistencia de los 

Estados afectados, cuando proceda y en consonancia con el derecho interno, para 

fortalecer la cooperación internacional, el intercambio de información y pruebas y la 

recuperación del producto del delito, de conformidad con la Convención contra la 

Corrupción y el derecho interno; 

  70. Reconocer la recuperación de activos como un elemento importante de la 

prevención de la delincuencia y la justicia penal, en particular en los casos de 

corrupción, y, a este respecto, reforzar la voluntad política, salvaguardando al mismo 

tiempo el debido proceso; 

  71. Alentar a los Estados a que eliminen las barreras y superen los obstáculos 

para aplicar medidas para la recuperación de activos, en particular simplificando sus 

procedimientos jurídicos, cuando proceda y en consonancia con su derecho interno, 

teniendo en consideración la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible al disponer de 

los activos restituidos, de conformidad con el derecho interno y con las prioridades 

nacionales, y teniendo presente que el fortalecimiento de la recuperación de los activos 

robados y su restitución contribuirán a la implementación de la Agenda 2030; 

  72. Aplicar las medidas necesarias para obtener y compartir información 

fidedigna sobre los beneficiarios finales de las empresas, las estructuras jurídicas u otros 

mecanismos jurídicos complejos, facilitando así el proceso de investigación y la 

ejecución de las solicitudes de asistencia judicial recíproca;  

 

  Terrorismo en todas sus formas y manifestaciones 
 

  73. Reforzar la cooperación a nivel internacional, regional y subregional para 

prevenir y combatir todos los actos, métodos y prácticas de ter rorismo en todas sus 

formas y manifestaciones, incluso fortaleciendo el estado de derecho a todos los niveles 

y garantizando la aplicación por las partes de los convenios y protocolos internacionales 

pertinentes relativos a la lucha contra el terrorismo y formulando estrategias dirigidas a 

hacer frente eficazmente a las condiciones que conducen a la propagación del 

terrorismo, incluido el extremismo violento cuando conduzca al terrorismo, 

reconociendo al mismo tiempo que nada puede justificar los actos de t errorismo, y 

aplicar sin demora la Estrategia Global de las Naciones Unidas contra el Terrorismo en 

todos sus aspectos a nivel internacional, subregional y nacional, entre otras cosas 

mediante la movilización de recursos y conocimientos especializados;  

  74. Garantizar acciones más eficaces contra el terrorismo en todas sus formas y 

manifestaciones, dondequiera que se cometa y quienquiera que sea su autor, en 

particular las investigaciones y los enjuiciamientos respaldados por información y 

pruebas creíbles y verificables, y, a tal fin, mejorar la recogida, el tratamiento y la 

conservación de la información y las pruebas pertinentes, y considerar la posibilidad de 

participar en redes de intercambio de información y pruebas, según proceda;  

  75. Detectar, analizar y contrarrestar los vínculos existentes, crecientes o 

potenciales, en algunos casos, entre la financiación del terrorismo y la delincuencia 

organizada transnacional, las actividades ilícitas relacionadas con las drogas, el 

blanqueo de dinero, el secuestro y la toma de rehenes con el fin de recaudar fondos, 

incluso mediante la petición de rescates, y la extorsión, para prevenir y combatir el 

apoyo financiero y logístico al terrorismo en todas sus formas y manifestaciones e 

impedir que los terroristas adquieran armas, en cumplimiento de las obligaciones 

derivadas del derecho internacional aplicable;  
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  76. Hacer frente a la creciente amenaza que suponen los combatientes terroristas 

extranjeros, entre otras cosas mediante el cumplimiento de las obligaciones 

internacionales aplicables, y subrayar la importancia de que las Naciones Unidas 

aumenten la capacidad y faciliten el fortalecimiento de la capacidad con arreglo a los 

mandatos existentes a fin de prestar asistencia a los Estados que lo soli citen, incluidos 

los que se encuentran en las regiones más afectadas;  

  77. Mejorar la seguridad y la resiliencia de la infraestructura esencial y la 

protección de los objetivos particularmente vulnerables o “fáciles”, incluso mediante un 

aumento del intercambio de información entre las fuerzas del orden, el sector privado y 

el público; 

  78. Adoptar las medidas adecuadas para prevenir y combatir la incitación a 

cometer un atentado terrorista y la difusión de esa propaganda terrorista, y expresando 

alarma por la exaltación del terrorismo en todas sus formas y manifestaciones;  

 

  Formas nuevas, emergentes y cambiantes de delincuencia 
 

  79. Reforzar las medidas para hacer frente a las formas nuevas, emergentes y 

cambiantes de la delincuencia, incluso haciendo el máximo uso de las convenciones 

pertinentes y aplicables, como la Convención contra la Delincuencia Organizada y sus 

Protocolos, a través de las medidas que contienen, para prevenir y combatir los delitos, 

facilitar la cooperación internacional y decomisar y restituir el producto del delito; 

  80. Examinar las tendencias y la evolución de los métodos empleados en la 

ejecución de actividades delictivas para desarrollar formas eficaces de cooperación 

internacional y asistencia técnica, incluso mediante un mayor intercambio de 

información y una comunicación recíproca de opiniones, experiencias y mejores 

prácticas en el marco de la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal y otros 

foros mundiales y regionales pertinentes; 

  81. Reforzar los esfuerzos para prevenir, contrarrestar y combatir la trata de 

personas, entre otras cosas apoyando la recopilación y el intercambio de datos, según 

proceda, mediante la asistencia técnica pertinente de la Oficina de las Naciones Unidas 

contra la Droga y el Delito, abordando los factores que hacen que las personas sean 

vulnerables a la trata, detectando y desmantelando las redes de trata, incluso en las 

cadenas de suministro, desalentando la demanda que fomenta la explotación que 

conduce a la trata, poniendo fin a la impunidad de las redes de trata, realizando 

investigaciones financieras y utilizando técnicas especiales de investigación en las 

condiciones prescritas por la legislación nacional, y protegiendo a las víctimas de la 

trata de personas; 

  82. Adoptar y aplicar medidas eficaces para prevenir y combatir el tráfico ilícito 

de migrantes y proteger la vida y los derechos humanos de los migrantes, en consonancia 

con las respectivas obligaciones de las partes en virtud de la Convención contra la 

Delincuencia Organizada y el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, 

Mar y Aire, que complementa la Convención 14 , y todas las demás obligaciones 

internacionales pertinentes, especialmente en materia de derechos humanos, reforzar la 

cooperación bilateral, regional e internacional a este respecto, en particular para hacer 

frente al papel cada vez más importante que desempeñan los grupos delictivos 

organizados transnacionales y nacionales que se benefician de este tipo de delitos y de 

otros delitos contra los migrantes, entre otras cosas llevando a cabo de manera 

simultánea investigaciones financieras y técnicas especiales de investigación, y recalcar 

la realización de todos los esfuerzos posibles para evitar más víctimas y pérdidas 

de vidas; 

  83. Fomentar la cooperación mundial, regional y bilateral para impedir que los 

delincuentes y las organizaciones delictivas accedan a las armas de fuego, y reforzar los 

mecanismos y estrategias de control fronterizo para prevenir y combatir el tráfico ilícito 

__________________ 

 14  Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2241, núm. 39574. 
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y el desvío de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, incluido el 

comercio en línea, y la reactivación ilícita de armas de fuego desactivadas;  

  84. Reforzar la cooperación para afrontar y combatir las amenazas vinculadas a 

los avances tecnológicos y los cambios en los modus operandi en relación con la 

fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y 

municiones, y para investigar y enjuiciar estos delitos, entre otras cosas garantizando la 

cooperación de las entidades encargadas de hacer cumplir la ley, así como la localización 

sistemática de las armas incautadas; 

  85. Abordar y contrarrestar eficazmente el problema mundial de las drogas, lo 

que requiere una acción concertada y sostenida a nivel nacional, regional e 

internacional, incluida la aceleración de la aplicación de los compromisos existentes en 

materia de política de drogas, mediante un enfoque global y equilibrado y basado en el 

principio de la responsabilidad común y compartida;  

  86. Adoptar medidas más eficaces para prevenir el maltrato, la explotación, la 

trata y todas las formas de violencia y tortura contra los niños, incluida la explotación 

sexual y los abusos sexuales infantiles en línea y fuera de Internet, y ponerles fin, 

penalizando esos actos, prestando asistencia a las víctimas y fomentando la cooperación 

internacional para combatir estos delitos; 

  87. Adoptar medidas eficaces para prevenir y combatir los delitos que afectan al 

medio ambiente, como el tráfico ilícito de fauna y flora silvestres, incluidas la flora y la 

fauna protegidas por la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies 

Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres 15 , de madera y productos de madera, de 

desechos peligrosos y otros desechos, y de metales preciosos, piedras y otros minerales, 

así como, entre otras cosas, la caza furtiva, haciendo el mejor uso posible de los 

instrumentos internacionales pertinentes y reforzando para ello la legislación, la 

cooperación internacional, la creación de capacidad, las respuestas de la justic ia penal 

y las actividades de aplicación de la ley encaminadas, entre otras cosas, a afrontar la 

delincuencia organizada transnacional, la corrupción y el blanqueo de dinero vinculado 

a esos delitos y a los flujos financieros ilícitos derivados de ellos, r econociendo al 

mismo tiempo la necesidad de privar a los delincuentes del producto del delito;  

  88. Alentar la recopilación de datos y la investigación sobre la fabricación y el 

tráfico de productos médicos falsificados, reconociendo al mismo tiempo, dent ro de su 

ámbito de aplicación, la definición de productos médicos falsificados aprobada por la 

Asamblea Mundial de la Salud en 2017, y, teniendo esto en cuenta, reforzar, según 

proceda, las medidas para responder a la fabricación y el tráfico de productos médicos 

falsificados; 

  89. Reforzar las respuestas nacionales e internacionales al tráfico de bienes 

culturales y a otros delitos contra los bienes culturales, así como a cualquier vínculo con 

la financiación de la delincuencia organizada y el terrorismo,  y mejorar la cooperación 

internacional a este respecto, incluso, a través de los cauces apropiados, la devolución 

o restitución a los países de origen de esos bienes culturales objeto de tráfico ilícito, 

teniendo en cuenta los instrumentos existentes, como la Convención contra la 

Delincuencia Organizada, la Convención sobre las Medidas que deben Adoptarse para 

Prohibir e Impedir la Importación, la Exportación y la Transferencia de Propiedad 

Ilícitas de Bienes Culturales16, las Directrices Internacionales sobre las Respuestas de 

Prevención del Delito y Justicia Penal al Tráfico de Bienes Culturales y Otros Delitos 

Conexos17, y otros instrumentos pertinentes, y con miras a considerar todas las opciones 

posibles para utilizar eficazmente el marco jurídico internacional aplicable para 

combatir los delitos contra los bienes culturales y a examinar propuestas para 

complementar el marco jurídico de cooperación internacional existente, según sea 

necesario; 

__________________ 

 15  Ibid., vol. 993, núm. 14537. 

 16  Ibid., vol. 823, núm. 11806. 

 17  Resolución 69/196 de la Asamblea General, anexo. 

https://undocs.org/es/A/RES/69/196
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  90. Iniciar esfuerzos para comprender mejor el contrabando de mercancías 

comerciales con vistas a reforzar nuestras respuestas, de acuerdo con la legislación 

nacional, a ese tipo de delito y sus posibles vínculos con la corrupción y otros delitos;  

  91. Desarrollar estrategias efectivas, entre otras cosas mediante la mejora de la 

capacidad de los profesionales de la justicia penal, para prevenir, investigar y enjuiciar 

los delitos de odio, y colaborar eficazmente con las víctimas y las comunidades de las 

víctimas para aumentar la confianza del público en su interacción con las entidades 

encargadas de hacer cumplir la ley a la hora de denunciar dichos delitos;  

  92. Reforzar las medidas para hacer frente a la amenaza de otras formas de 

delincuencia nuevas, emergentes y cambiantes, así como a sus posibles vínculos con los 

grupos delictivos organizados como fuente lucrativa de ingresos para sus actividades 

ilícitas; 

  93. Mejorar la coordinación y la cooperación internacional para prevenir y 

combatir eficazmente la creciente amenaza de la ciberdelincuencia;  

  94. Promover la utilización adecuada de la tecnología por parte de las 

instituciones encargadas de hacer cumplir la ley y otras instituciones de justicia penal 

mediante la prestación de asistencia técnica cuando se solicite, la creación de capacidad 

y la formación necesaria, así como la mejora de la legislación, la normativa y las 

políticas para que se adapten a los continuos avances tecnológicos;  

  95. Promover a nivel nacional, regional e internacional, con el debido respeto a 

los marcos jurídicos nacionales y a los principios del derecho internacional, alianzas 

público-privadas con la industria digital, el sector financiero y los proveedores de 

servicios de comunicación para mejorar la cooperación internacional en la lucha contra 

la ciberdelincuencia; 

 A fin de garantizar un seguimiento adecuado de la presente declaración y de nuestros 

compromisos: 

  96. Exhortamos a la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal a que, 

de conformidad con su mandato, adopte las medidas políticas y operacionales adecuadas 

para dar seguimiento a esta declaración y a que defina formas innovadoras de utilizar la 

información sobre los progresos realizados en su aplicación, e invitamos a la Comisión 

a que colabore con otras partes interesadas pertinentes, incluidos los institutos de la red 

del programa de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia 

penal, a fin de reforzar la asociación mundial para promover la prevención del delito, la 

justicia penal y el estado de derecho con miras a la consecución de la Agenda 2030; 

  97. Expresamos nuestro profundo agradecimiento al pueblo y al Gobierno del 

Japón por su cálida y generosa hospitalidad y por las excelentes instalaciones puestas a 

disposición del 14º Congreso. 

 


